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17.2 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y
demás J!receptos ~oncordantes de la vigente Ley de la Jurisdicción
ContenclOso-Admmistrativa. ha dispuesto la publicación de dicho fallo
en el. «Boletín Oficial del Estado», para general conocimiento y
cumplimiento, en sus propios términos, de la mencionada sentencia.

Lo que digo a VV. 11.
Madrid: 9 de julio de 1.99L-EI Ministro para las Administraciones

Públi~as.-P. f? (Orden de 25 de mayo de 1987), el Subsecretario, Juan
IgnaCIO Molto Garcia.

limos. Sres. Subsecretario y Dire<:tor general de la Mutualidad General
de Funcionarios Civiles del Estado.

ORDEN de 9 de julio de ]991 por la que se dispone la
publicación para gcneral cOl1ocimiento y cumplimiento, del
fallo de la sentencia dictada por la Sala de lo Contencioso·
Administratil'o del Tribunal Superior de Justicia de la
Comunidad Valenciana, en el recurso contencioso-adminis·
Iratiro ].568/]988, promoVIdo por doña Juana del Rosario
Rustarazo González.

ORD.EN de 9 de julio de 199] por la que se dispone la
publtcación para general conocimiento y cumplimiento, del
fallo de la sentencia dictada por la Sala de lo Contencioso­
A~mm¡straIj¡,o de Granada del Tribunal Superior de Justi­
Cia de Andalucfa. en el recurso contencioso-administratil'o
1.486/]988, promol'ido por don Antonio Vivas Bellón.

limos. Sres.: La Sala de lo Contencioso-Administrativo de Granada
del Tribunal Sup~rior de Justicia de Andalucía, ha dictado sentencia,
con fccha 3 de diCiembre de 1990, en el recurso contencioso-administra·
tivo número 1.486/1988, en el que son partes, de una. como deman­
dante don AntoOlo Vivas Bcllón. v de otra como demandada la
Administración General del Estado, -representada y defendida por el
Letrado del Estado.

El citado recurso se promovió contra la ;{esolución del Ministerio
para las Administraciones Pliblicas de fecha 2 de agosto de 1988. Que
desestimaba el recurso de alzada interpuesto contra la Resolución de la
Mutualidad Nacional de Previsión de la Administración Local de fecha
23 de marzo de 1988, sobre tiempo de servícios computable para el
cálculo de la pensión de jubilación.

La ~e .dispositi\'a de la expresada sentencia contiene el siguiente
pronunCiamiento:
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limos. Sres.: La Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de la Comunidad Valenciana, ha dictado sentencia,
con fecha 11 de abril de 1991, en el recurso contencioso·administrativo
numero 1.568/1988, en el que son partes, de una, como demandañte,
doña Juana del Rosario Rustarazo González, y de otra, como deman·
dada, la Administración -General del Estado, representada y defendida
por el Letrado del Estado.

El citado recurso se promovió contra la Resolución del Ministerio
para las Administraciones Públicas de fecha 2 de marzo de 1989, que
desestimaba el recurso de alzada interpuesto contra la Resolución de la
Mutualidad Nacional de Previsión de la Administración Local, de fecha
18 de mayo de 1988, sobre pensión extraordinaria de viudedad..

La parte dispositiva de la expresada sentencia contiene el siguiente
pronunciamiento:

«Fallamos: Desestimar como desestimamos. el recurso contencioso·
administratrivo interpuesto por doña Juana del Rosario Rustarazo
González, contra las Resoluciones impugnadas de 18 de mayo de 1988
de la Mutualidad Nacional de Previsión de la Administración Local, y
la segunda confirmando tácitamente la anterior, del Ministerio para las
Administraciones Públicas, por las que se denegaba pensión de viudedad
extraordinaria, declarándolas conformes a Derecho. Sin especial declara­
ción sobre las costas.»

En su virtud, este Ministerio para las Administraciones Públicas, de
conformidad con lo establecido en los articulas 118 de la Constitución;
17.2 de la Ley Orgánica 6/1985, de I de julio, del Poder Judicial, y
demás preceptos concordantes de la vigente Ley de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa, ha dispuesto la publicación de dicho fallo
en el «Boletin Oficial del Estado», para general conocimiento y
cumplimiento, en sus propios términos, de la mencionada sentencia.)}

Lo que digo a VV. 11.
Madrid, 9 de julio de 1991.-EI Ministro para las Administraciones

Públicas.-P. D. (Orden de 25 de mayo de 1987), el Subsecretario. Juan
Ignacio Molto García.

Urnas. Sres. Subsecretario y Director técnico de la Mutualidad Nacional
de Previsión de la Administración Local.

b) Prueba de potencia sostenida a 540 ± 10
revoluciones por minuto de la toma de fuerza.

e) Prueba a la velocidad del motor -2.400 revo­
luciones por mínuto- designada como nomi­
nal por el fabricante.
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22075 ORDEN de 9 de julio de 1991 por la que se dispone la

publicación, para general conocimiento y cumplimiento,
del fallo de la sentencia dictada por la Sala de lo Conren­
cioso-Administratil'O del Tribunal Superior de Justicia de
Madrid, en el recurso contencioso-administrativo
1.741/1987. promovido por doña Enriqueta Vinuesa
Eslal'a.

limos. Sres.: La Sala "de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicía de Madrid, ha dictado sentencía, con fecha 15 de
diciembre de 1990, en el recurso contencioso-administrativo número
1.741/1987, en el que son partes, de una. como demandante, doña
Enriqueta Vinuesa Eslava, y de otra, como demandada, la Administra­
ción General del Estado, representada y defendida por el Letrado -del
Estado.

El citado recurso se promovió contra la Resolución del Ministerio
para las Administraciones Públicas de fecha 26 de mayo de 1987, que
desestimaba el recurso de alzada interpuesto contra la Resolución de la
Mutualidad General de Funcionarios Civiles del Estado, de fecha 3 de
marzo de 1987, sobre prestación del subsidio de jubilación.

La parte dispositiva de la expresada sentencia contiene el siguiente
pronunciamiento:

«Fallamos: Que desestimando el recurso interpuesto por d0l1a
Emiqueta Vinuesa Eslava, contra la Resolución de 3 de marzo de 1987.
de la Mutualidad General de Funcionarios Civiles del Estado, que le
denegó el subsidio de jubilación. y contra la Resóludón del Subsecreta­
rio para las Administraciones Públicas, por delegación del Ministro. de
fecha 26 de mayo de 1987, que desestimó el recurso de alzada
interpuesto contra aquella, debemos declarar y declaramos que tales
actos son conformes a Derecho, absolviendo a la Administración de las
prelensiones de la demanda; sin condena en costas.»

En su virtud. este Ministerio para las Administraciones Públicas. de
conformidad con lo establecido en los artículos 118 de la Constitución;

111. Observaciones: El tractor posee una única salida de toma de
f~erza, sobre la que puede montarse uno de los dos ejes intercam­
biables y excluyentes entre sí. que suministra el fabricante, uno
de 35 milímetros de diámetro y 21 estrías, y otro de 35 milíme­
tros de diámetro y seis estrías. Ambos ejes de toma de fuerza
pueden girar, m~dlante el accionamiento de una palanca, a 1.000
o a 540 revolucu~mes por minuto. El eje de 21 estrías al régimen
de 1.000 revolUCIOnes por minuto es considerado como principal
por el fabricante.

Datos observados 91.0 1.915 540 235 25.0 709

Datos referidos a
condiciones atmos-
féricas normales 99,1 1.915 540 - 15,5 760

.

Datos observados 104,1 2.400 677 240 25,0 709

Datos referidos a
condiciones atmos-
féricas normales 113,4 2.400 677 - 15,5 760
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«Falto: Que estimando en parte el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Antonio Vivas Bellón, en su propio nombre
contra la Resolución de 2 de agosto de 1988 del Ministerio para las
Administraciones Püblicas. que en alzada confirma otra anterior de la
MUNPAL de 23 de marzo de 1988, debe declarar y declara que procede
señalar la pensión de jubilación valorando los treinta y dos años de
servicios reconocidos, anulando la Resolución impugnada en cuanto se
opone a tal declaración, por no resultar en ello ajustada a Derecho. Sin
que haya lugar a expresa imposición de costas a ninguna de las partes.»

En su virtud. este Ministerio para las Administraciones Públicas, de
conformidad con lo establecido en los artículos 118 de la Constitución;
17.2 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y
demás preceptos concordantes de la vigente Ley de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa, ha dispuesto la publicación de dicho fallo
en el «Boletín Oficial del Estado», para general conocimiento y
cumplimiento, en sus propios términos, de la mencionada sentencia.

Lo que digo a vv. 11.
Madrid. 9 de julio de 1991.-EI Ministro para las Administraciones

Públicas.-P. O. (Orden de 25 de mayo de 1987), el Subsecretario, Juan
Ignado Moltó García.

Urnas. Sres. Subsecretario y Director técnico de la Mutualidad Nacional
de Previsión de la Administración Local.

ORDEN de 9 de julio de 1991 por la que se dispone la
publicación para general conocimiento y cumplimiento, del
fallo de la sentencia dictada por la Sala de lo Contencioso­
Administrativo de Santa Cruz. de Tenerift d~l Tribunal
Superior de Justicia de Canarias, en el recurso contencioso­
administrativo 591/1988, promovido por doña Candelaria
Díaz Fumero.

llmos. Sres.: La Sala de lo Contencioso-Administrativo de Santa
Cruz de -Tenerife del Tribunal Superior de Justicia de Canarias, ha
dictado sentencia, con fecha 20 de marzo de 1990, en el recurso
contencioso-administrativo número 591/1988, en el que son partes, de
una, como demandante, doña Candelaria Díaz Fumero, y de otra, como
demandada, la Administración General del Estado, representada y
defendida por el Letrado del Estado.

El citado recurso se promovió contra la Resolución del Ministerio
para las Administraciones Públicas de fecha 29 de julio de 1988, que
desestimaba el recurso de alzada interpuesto contra otras de la Mutuali­
dad General de Funcionarios Civiles del Estado de fechas 7 de abril y
11 de mayo de 1988, sobre reintegro de gastos por asistencia sanitaria.

La parte dispositiva de la expresada sentencia contiene el siguiente ­
pronunciamiento:

«Fallamos: Estimar el recurso anulando el acto recurrido por
contrario a Derecho, declarando el derecho de la recurrente a Que se le
abonen las cantidades reclamadas con arreglo a los baremos establecidos
y con deducción de lo ya percibido, sin expresa condena en costas.»

En su virtud, este Ministerio para las Administraciones PUblicas, de
conformidad con lo establecido en los artículos 118 de la Constitución;
17.2 de la Ley Orgánica 6/1985, de l de julio, del Poder Judicial, y
demás preceptos concordantes de la vigente Ley de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa, ha dispuesto la publicación de dicho fallo
en el «Bole~ín Oficial del Estado», para general conocimiento y
cumplimiento, en sus propios términos, de la mencionada sentencia.

Lo Que digo a VV._ n.
Madrid, 9 de julio de 1991.-EI Ministro para las Administraciones

Públicas.-P. O. (Orden de 25 de mayo de 1987), el Subsecretario, Juan
Ignacio Mohó García.

lImos. Sres. Subsecretario y Director general de la Mutualidad General
de Funcionarios Civiles del Estado.

ORDEN de 9 de julio de 1991 por la que se dispone la
publicación para general conocimiento y cumplimiento del
fallo de la sentencia dictada por la Sala de lo Contencioso­
Administrativo del Tribunal -Superior de Justicia de
Madrid. en el recurso conlencioso~adminislrativo

1811/1987, promovido por don Jesús Sdnchez Vdllez, don
Antonio Arce Fernández. don José Arias Romero, don
Alfonso Carmona de Alela, don José Barrado Pascua. don
Manuel Ricote Gordo y don Plácido Alvarez Olmedilla.

Urnas. Sres.: La Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Madrid ha dietado sentencia, con fecha 26 de
enero de 1991, en el recurso contencioso~administrativo número
1.811/1987, en el que son partes, de una, como demandante, don Jesús

Sánchez Vállez. don Antonio Arce Fernández, don José Arias Romero.
don Alfonso Carmona de Alda, don José Barrado Pascua, don Manuel
Ricote Gordo y don Plácido Alvarez OlmediHa. y de otra. como
demandada, la Administración General del Estado, representada y
defendida por el Letrado del Estado.

El citado recurso se promovió contra la Resolución del Ministerio
para las Administraciones Públicas. de fecha 24 de febrero de 1987. que
desestimaba los recursos de reposición interpuestos contra otras de la
Inspección General de Servicios de la Administración Pública de
diversas fechas, sobre incompatibilidades.

La parte dispositiva de la expresada sentencia contiene el siguiente
pronunciamiento:

«Fallamos: Que inadmitimos el recurso contencioso-administrativo
interpuesto por los recurrentes don Jesús Sánchez Vállez, don Antonio
Arce Fernández, don José Arias Romero, don José Barrado Pascua y
don Manuel Ricote Gordo, al haber interpuesto extemporáneamente el
recurso de reposición previo al contencioso-administrattvo, y descstima~

mos el recurso contencioso-administrativo interpuesto por don Alfonso
Carmona de Alday don Plácido Alvarez Olmedilla contra la Resolución
de la Subsecretaría_para las Administraciones Públicas. de fecha 24 de
febrero de 1987, que desestimó el recurso de reposición interpuesto
contra anteriores resoluciones del mismo Ministerio, sobre incompatibi­
lidad de funciones en el sector público;· declarando que tales actos
administrativos son confonnes a Derecho, y absolviendo a la Adminis~
tración -de las pretensiones contenidas en la demanda; sin condena en
costas.»

En su virtud, este Ministerio,para las Administraciones Públicas, de
conformidad con lo establecido en los articulas 118 de la Constitución;
17.2 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial. y
demás preceptos concordantes de 'la vigente Ley -de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa, ha dispuesto la publicación de dicho fallo
en el «Boletín Oficial del Estado», para general conocimiento y
cumplimiento, en sus propios términos, de la mencionada sentencia.

Lo que digo a vv. n.
Madrid, 9 de julio de 1991.-El Ministro para las Administraciones

Públicas, P. D. (Orden de 25 de mayo de 1987), el Subsecretario, Juan
Ignacio Moltó García.

limos. Sres. Subsecretario y Director general de la Inspección General de
Servicios de la Administración Pública.

ORDEN de 9 de julio de 1991 por la que se dispone la
publicación para general conocimiento y cumplimiento, de!
fallo de la sentencia dictada por la Sala de lo Contencioso­
Administrativo del Tribunal Superior de Justicia de Cala­
luña, en el recurso COnlencioso-administrativo 2024/1989,
promovido por doña Merced~s Viella Camas.

lImos. Sres.: La Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Cataluña, ha dictado sentencia, con fecha 22 de
marzo de 1991, en el recurso contencioso-administrativo numero
2024/1989, en el Que son partes, de una, como demandante, doña
Mercedes Viella Camos, y de otra, como demandada, la Administración
General del Estado, representada y defendida por el Letrado del Estado.

El citado recurso se promovió contra la Resolución presuma del
Ministerio para las Administraciones Publicas, que desestimaba el
recurso de reposición interpuesto contra la Resolución de la Dirección
General de la Función Pública, de fecha 5 de octubre de 1988, sobre
reingreso al servicio activo. .

La parte dispositiva de la expresada sentencia contiene el siguiente
pronunciamiento:

«Fallo: La Sala de lo Contencioso-Administrativo del Tribunal
Superior de Justicia de Cataluña, Sección Segunda, ha decidido:

Primero.-Oesestimar el recurso.
Segundo.-No hacer expresa mención sobre costas.»

En su virtud, este Ministerio para las Administraciones Públicas. de
conformidad con lo establecido en los artículos 118 de la Constitución;
17.2 de la Ley Orgánica 6/1985, de 1 de julio, del Poder Judicial, y
demás preceptos concordantes de la vigente Ley de la Jurisdicción
Contencioso-Administrativa, ha dispuesto la publicación de dicho fallo
en el «Boletín Oficial del Estado», para genernl conocimiento y
cumplimiento, en sus propios términos, de la mencionada sentencia.

Lo que digo a VV. Il.
Madrid, 9 de julio de 19Q1.-El Ministro para las Administraciones

Públicas.-P. D. (Orden de 25 de mayo de (987), el Subsecretario, Juan
Ignacio Moltó Garcia.

Umos. Sres. Subsecretario y Directora general de la Función Publica.


